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1º) En cuanto al servicio complementario de Servigas en la vivienda de Valencia, la 
comercializadora ha estimado la reclamación y ha devuelto ya al consumidor las 
cantidades cobradas que se concretan en un abono de 40,84 €, así como un abono de 
1,02 € para aplicar el interés legal del dinero sobre la devolución realizada. 
  
2º) En cuanto a los servicios complementarios de ServiElectric y Servigas de la vivienda 
de Madrid, se han dado de baja a 1.09.23, por lo que de las cuatro facturas (anuales), dos 
estaban completamente pagadas, las correspondientes a 2022, por importe de 43,14 y 
72,60, mientras que de las de 2023 sólo se habían pasado 8 mensualidades de 5,20 y 
8,59 (es decir 13,69 en cada factura mensual). La comercializadora ha aceptado esta 
pretensión del consumidor y le ha restituido las cantidades percibidas: 
43,14+72,60+109,52= 225,26 € a los que se ha sumado un abono de 17,40 € en concepto 
de interés legal del dinero. 
Por lo tanto, estas pretensiones, aceptadas por la reclamada, y ya ejecutadas, se elevan 
por el Colegio a Acuerdo parcial conciliatorio. 
 
SEGUNDA: 
El consumidor reclama también por la tarifa plana de gas del domicilio de Madrid. La 
comercializadora explica que se le hizo una oferta comercial por teléfono, el 13.12.2021 y 
aporta los contratos verificados por el tercero de confianza (Aviva Voice Systems). 
Aunque el consumidor no reconoce haber realizado el contrato, lo cierto es que la 
intervención del tercero de confianza acredita que la contratación se ha efectuado, y es 
válida. No obstante, la tarifa plana se ha contratado el 13.12.2021, por un importe 
mensual de 25 euros iva incluido. En la siguiente anualidad, la cuota de la tarifa plana 
sube a 63,35 Iva incluido, lo que implica una subida superior al doble de la tarifa previa. 
La comercializadora señala en sus alegaciones que: “En cuanto a la “Tarifa Plana Gas”, 
aclaramos que, presentaba inicialmente una cuota de 20,66 € (sin IVA incluido), sin 
embargo, tras finalizar los 12 meses correspondientes, el 14/12/2022 se renovó dicho 
contrato con la nueva cuota de 60,33 € (sin IVA incluido). Esta renovación, le fue 
informada al cliente con el siguiente mensaje, a través de la factura 
FE22321404959702 emitida el 27/10/2022 con importe de 53,80 €: “El próximo 
14.12.2022 se renovará su contrato de gas. Le indicamos la variación entre sus 
condiciones económicas actuales y las que aplicarán a partir del 14.12.2022 y durante 12 
meses, personalizadas en base a su histórico de consumo actual, impuestos vigentes 
incluidos (1): Cuota mensual (€/mes): 63,35 (actual: 21,69); consumo máximo anual 
(kWh): 6.378,00 (actual: 2.468,00); precio neto final del término fijo de referencia (2) 
(€/día): 0,207169 (actual: 0,207169); precio neto final del término variable de referencia 
(2) (€/kWh): 0,154344 (actual: 0,087109); coste anual de suministro (3) (€/año): 760,20 
(actual: 260,28). Si las condiciones comunicadas no fueran de su interés podrá contactar 
con nosotros para cambiar de modalidad de precio o bien comunicarnos la resolución del 
contrato sin coste alguno para usted.”  
La actualización anual de precios se efectuó mediante la factura, y con la antelación 
necesaria exigida en la normativa, (art. 57 bis.f) LSH), por lo que la cuestión se 
circunscribe a determinar si la notificación del cambio de precios a través de la factura se 
ha realizado de un modo adecuado o no para cumplir con los requisitos exigidos. Dicho 
precepto establece como derecho de los consumidores, el “ser debidamente avisados 
de forma transparente y comprensible de cualquier intención de modificar las 
condiciones del contrato e informados de su derecho a rescindir el contrato sin coste 
alguno cuando reciban el aviso. Asimismo, ser notificados de forma directa por su 
suministrador sobre cualquier revisión de los precios derivada de las condiciones 
previstas, con al menos un mes de antelación a su aplicación de forma transparente y 
comprensible”. 
Por lo tanto, comunicación ha habido, pero el Colegio debe decidir si la comunicación 
implicó que el consumidor hubiese sido debidamente avisado, de modo transparente y 
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comprensible y con la antelación requerida. El Colegio ha tomado en consideración tres 
argumentos esenciales: 
1º La inclusión en la factura de una comunicación de esta importancia no es algo 
esperable para el consumidor, dado que en la factura se resumen los consumos 
anteriores, pero el consumidor no tiene por qué esperar información adicional más allá de 
los costes de la energía consumida. En segundo lugar, se ubica en la última página de la 
factura, ni siquiera al inicio de la misma. Por lo tanto, dicha comunicación pasa 
normalmente desapercibida para el consumidor, sin que en la comunicación exista ningún 
título o indicación que pueda llamar la atención del mismo para saber que le van a 
modificar el precio del contrato de suministro. 
2º No puede considerarse que la comunicación haya sido “transparente” tal como exige la 
normativa, dado que el tamaño de la fuente y el interlineado no cumplen con los requisitos 
para el control de inclusión de las condiciones generales, previsto en el art. 80.1.b 
TRLCU, concretamente el requisito de accesibilidad y legibilidad. Este precepto establece 
que en los contratos con consumidores que utilicen cláusulas no negociadas, deberán 
cumplir los siguientes requisitos: “Accesibilidad y legibilidad, de forma que permita al 
consumidor y usuario el conocimiento previo a la celebración del contrato sobre su 
existencia y contenido. En ningún caso se entenderá cumplido este requisito si el tamaño 
de la letra del contrato fuese inferior a los 2.5 milímetros, el espacio entre líneas fuese 
inferior a los 1.15 milímetros o el insuficiente contraste con el fondo hiciese dificultosa la 
lectura”. 
Pues bien, una vez impresa la factura, a tamaño de página, la medición da una fuente de 
un tamaño y un interlineado inferior a los exigidos legalmente. Las citadas dimensiones no 
cumplen con los requisitos de accesibilidad y legibilidad previstos para las condiciones 
generales, por lo que no podrían considerarse incorporadas al contrato (art. 7.b LCGC) ni 
vincular a las partes. Por todo ello, no se puede considerar que la comercializadora haya 
comunicado la información de un modo “transparente”, lo que lleva a estimar que se ha 
vulnerado el art. 57 bis f) LSH. 
3º Y por último y no menos importante, el consumidor tiene una edad avanzada, 76 años, 
por lo que debe ser considerado un consumidor vulnerable. En tal caso, el TRLCU prevé 
que debe prestarse especial atención, y debe facilitarse la información en “formatos 
adecuados, accesibles y comprensibles” (así, por ejemplo, el art. 97.1 TRLCU en relación 
con la información precontractual). En este caso, la comercializadora no ha realizado 
ninguna actuación para adaptar la comunicación de modificación contractual para un 
consumidor vulnerable, por razón de su edad. 
Estos tres argumentos llevan al Colegio Arbitral a considerar que la comunicación de 
modificación de la tarifa plana de gas no ha cumplido con los requisitos normativos, sin 
que el consumidor haya sido “debidamente avisado de forma transparente y 
comprensible”. Procede por lo tanto, ESTIMAR LA PRETENSIÓN DEL CONSUMIDOR, y 
restituirle la diferencia entre la nueva tarifa aplicada y la que previamente se había 
contratado desde el 14.12.2022 hasta la baja del contrato. Debe restituirse por lo tanto la 
diferencia de 63,35 – 25= 38,35 € durante los 7 meses de 2023 que el contrato estuvo en 
vigor, (dado que en la factura de 30.08 el precio es inferior y lo cobran  por tarifa por uso y 
no por tarifa plana). Por lo tanto 38,35x 7= 268,45 € que la comercializadora debe restituir 
al consumidor. 
 

DECISIÓN ARBITRAL: 
 
Este Colegio Arbitral, en virtud de cuanto antecede ha decidido dictar el siguiente FALLO 
en Derecho: 
Que a nuestro leal saber y entender resolvemos por unanimidad: 
 
1º ELEVAR A ACUERDO PARCIAL CONCILIATORIO, el acuerdo al que han llegado las 
partes, y que ya ha sido cumplido, relativo a la devolución de los importes abonados por el 
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